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I. Introducción

La doble condición de puerto-megalópolis y de capital federal ha convertido a la ciudad de Buenos Aires en una referencia insoslayable para entender las marchas y contramarchas de la historia argentina. Responsabilizada por la mayoría de los males económicos nacionales y motejada de ciudad carente de personalidad por su tendencia cosmopolita, Buenos Aires ha sido objeto de una actitud típicamente argentina: la estigmatización producto de una interpretación maniquea de la realidad (1).

A partir de la organización nacional, la mentalidad centralista que se le imputó fue en ocasiones defendida con más énfasis por provincianos allegados a posiciones de poder en la Capital que por los propios porteños y, mientras aquéllos elegían sus autoridades locales libremente, éstos debían contentarse con un delegado presidencial que, en ocasiones, era provinciano también.

Es cierto que Buenos Aires concentró gran parte de la riqueza del país, pero también lo es que la produjo; su carácter portuario primero y su dimensión de megalópolis después le dieron un perfil cosmopolita, pero ello no impidió que sus personajes, su música, sus espectáculos deportivos, sus símbolos y sus expresiones culturales locales se nacionalizaran para representar gran parte de lo que somos.

"Centralismo" no es lo mismo que "porteñismo" y así como aquel -impulsado por porteños y provincianos- asfixió a las economías del interior también sofocó a la forma de vida local de los vecinos de la ciudad-puerto.

Pensar en la ciudad de Buenos Aires sólo como capital de la república fue una "desviación" argentina que dificultó toda forma de convivencia entre lo nacional y lo local; la federalización total de la ciudad se edificó sobre la base de la expropiación del localismo porteño. La expresión "ciudad de todos", tan común cuando se alude a Buenos Aires, refleja este fenómeno: el "todos" se construyó -muchas veces- sobre la negación de las legítimas aspiraciones políticas de los vecinos del territorio.

Dentro de un contexto emocional propenso a las simplificaciones era predecible que las cláusulas constitucionales referidas a la ciudad de Buenos Aires, incorporadas por la Convención Reformadora de 1994, reeditaran el tema del status jurídico de la ciudad-puerto y reavivaran las pasiones respecto de lo que la ciudad fue, es y debería ser.

II. Buenos Aires: ciudad constitucional federada

A. Lo que la ciudad de Buenos Aires no es

a. Un municipio al estilo de los municipios de provincia (2) 

Considerar a la ciudad de Buenos Aires como un municipio de los aludidos en los artículos 5 y 123 de la Constitución Nacional (municipios provinciales autónomos) en función de que se trata de una "ciudad" dotada de un "gobierno autónomo" de acuerdo al texto del art. 129, siendo ambas características propias del resto de los municipios (art. 123), supondría desconocer el rol federativo "directo" de la ciudad-puerto en el esquema de descentralización político-territorial estructurado por la Reforma Constitucional de 1994.

Esta inserción institucional "directa" se concreta con la integración de representantes del distrito en el Congreso (tres senadores -siga siendo capital federal o deje de serlo- conforme a lo establecido por el art. 54); la participación en el organismo fiscal federal previsto por el art. 75, inc. 2º; y, como contrapartida al reconocimiento de éstas y otras atribuciones, la posibilidad de ser intervenida federalmente por el Congreso Nacional (art. 75, inc. 31).

Ningún municipio de provincia envía senadores al Congreso, integra el organismo fiscal federal ni puede ser objeto de intervención federal "directa".

b. Una provincia (3) 

Considerar a la ciudad de Buenos Aires -más allá del rótulo de "ciudad"- como una provincia, a tenor de las similitudes jurídicas atribuibles a ambos entes (vgr.: arts. 54 y 75 incs. 2° y 31) supondría desconocer el origen histórico y jurídico de las provincias en el sistema constitucional argentino. Se es provincia por preexistencia histórica al Estado nacional (el Preámbulo alude a ellas y el viejo. art. 36, ahora 45, las individualiza) o por creación institucional (provincialización) conforme al mecanismo previsto por los arts. 75 incs. 15 y 13, que suponen la inexorable intervención del Congreso de la Nación. 

La Reforma de 1994 previó, una vez fijado el nuevo status de la ciudad, la intervención subsiguiente del Congreso de la Nación pero al solo efecto de convocar a sus habitantes a elegir representantes para dictar el Estatuto Organizativo de sus instituciones y dictar una ley que garantice los intereses del Estado Nacional (art. 129).

A partir de estas intervenciones (concretadas por las leyes 24.620 y 24.588 -Adla, LVI-A, 56; LV-E, 5921- y por lo establecido en el Estatuto Organizativo sancionado en cumplimiento de la primera de ellas) existe una posibilidad jurídica menos de que la ciudad de Buenos Aires sea una provincia en el futuro, pues aunque dejara de ser capital no podría volver a ser considerada como parte de la provincia de Buenos Aires, de la que se desprendió para ser capital de la república en virtud del mecanismo previsto por el art. 3º de la Constitución Nacional (4). Si tal desprendimiento podría haber sido considerado temporario antes de la reforma constitucional de 1994, después de ella debe ser considerado definitivo (5); porque el juego armónico del art. 129 con las normas infraconstitucionales locales dictadas en su consecuencia (ley de garantía y Estatuto Organizativo de la ciudad) han prohijado un status diferente al establecido por las normas infraconstitucionales locales dictadas como consecuencia del art. 3° (ley de capital federal y ley de traslado de la capital federal). Conviene recordar que el art. 129 tiene la misma jerarquía que el art. 3° (ambos de la Constitución Nacional) y que las leyes nacionales de declaración de capital federal (N° 1.029 -Adla, 1852-1880, 1188-) y de garantías (N° 24.588) tienen la misma jerarquía y deben ser interpretadas de modo complementario (6).

La única posibilidad de "provincialización" de la actual ciudad en el futuro (porque queda claro que ahora no es una provincia) sólo podría concretarse con el estricto seguimiento del criterio participativo previsto en el art. 13 de la Constitución Nacional; es decir con la voluntad explícita de los porteños. No obstante, no puede dejar de advertirse que el Estatuto Organizativo de Buenos Aires no contiene la posibilidad de la provincialización futura de la ciudad, razón por la cual el cambio de status en esa dirección resulta hoy una alternativa inverosímil (7).

c. Una Ciudad-Estado (8) 

La categoría "ciudad-Estado" resulta significativa desde el punto de vista demográfico, sociológico, económico y cultural para describir una realidad que por su fisonomía es una ciudad y por su importancia un Estado (9). Se trata de una categoría que, desde la filosofía política (10), reconoce una rica trayectoria histórica pero que no resulta aplicable para establecer un status jurídico en la actualidad.

Comparar el status jurídico de la Atenas de Pericles con una metrópolis actual, enclavada dentro de un continuo urbano, no parece razonable; la Constitución de aquella (estudiada por Aristóteles (11)) no podría compararse con el Estatuto Organizativo de ésta. Atenas -o Roma posteriormente- tenía la proyección propia del equivalente a un actual Estado nacional (12); se trata de ciudades-Estados que "exportaban" su plexo normativo más allá de sus fronteras o bien "compatibilizaban" -subordinándolo- el status jurídico foráneo con el propio. De ningún modo se sentían incluidas dentro de un sistema jurídico mayor en relación de subordinación como es el caso de las metrópolis actuales dentro del Estado Nacional que las contiene (13).

B. Lo que la ciudad de Buenos Aires es

A partir de la reforma de 1994 la ciudad de Buenos Aires reviste el status de "ciudad constitucional federada". Se trata de una posición jurídica no asimilable con la de los municipios de provincia ni con la de las provincias, más allá de que comparta algunas de sus características.

Al decir que esta categoría no es asimilable a las anteriores queremos decir dos cosas:

1. Que se trata de una categoría "nueva" para nuestro sistema constitucional (aunque reconoce analogías en otras constituciones estatales); y, 2. que no debe compararse con las categorías tradicionales (vgr.: provincias, municipios provinciales). La "ciudad constitucional federada" no es "igual", "más", "menos", ni está "en medio de" las categorías tradicionales. Estas comparaciones resultan irrelevantes para el mundo jurídico y ciertamente odiosas para el mundo extra-jurídico (14).

Las palabras "ciudad", "constitucional" y "federada" describen -en conjunto- el actual status.

Buenos Aires es "ciudad" por sus características demográficas (se trata en realidad de una megalópolis que debe recrear su escala de armonía "hombre-medio", su escala vecinal, a partir de lo barrial (15)) y por su trayectoria histórica (se trata de una ciudad fundante de nuestra independencia y nuestra nacionalidad).

Buenos Aires es "ciudad constitucional" porque es la única ciudad designada por su nombre en la Constitución (el resto de las ciudades argentinas es aludido al hablar genéricamente de los municipios provinciales) y esta mención específica no es casual ni circunstancial. Tal jerarquización viene acompañada por la definición de un esquema organizativo ciudadano que se construye desde el poder constituyente nacional y el poder constituyente local, sin intermediarios. Ninguna otra ciudad argentina es ciudad constitucional explícita como Buenos Aires porque ninguna otra ciudad argentina tiene un esquema organizativo construido directamente entre los poderes constituyentes nacional y local; todas las ciudades argentinas -a excepción de Buenos Aires - deben enmarcar el ejercicio de su poder constituyente local -cuando les es reconocido- dentro de los preceptos de intermediación fijados por el derecho público provincial (art. 123); y éste -a su vez- debe enmarcarse dentro de la preceptiva constitucional federal (art. 5º).

Buenos Aires es "ciudad constitucional federada" porque integra "directamente" el sistema federativo argentino conjuntamente con el gobierno federal y las provincias (arts. 54, 75, incs. 2º, y 31) (16), a los que deben agregarse -desde el punto de vista de la descentralización político-territorial- los municipios (art. 5º) en las condiciones del derecho público provincial (art. 123) y -eventualmente- las regiones, en las condiciones del derecho público interprovincial (art. 124).

III. La ciudad de Buenos Aires y la Capital Federal

Naturaleza jurídica de las restricciones de la ciudad de Buenos Aires derivadas de su carácter de Capital Federal

¿Cuál es el alcance de las restricciones impuestas por la federalización del territorio de la ciudad de Buenos Aires en tanto capital federal? ¿Cómo se compatibiliza tal federalización, dispuesta por el art. 3º de la Constitución Nacional y la cláusula del art. 129 que reconoce a la ciudad -sabiendo que es la capital de la república- un gobierno autónomo "con facultades propias de legislación y jurisdicción", disponiendo asimismo que su jefe de gobierno sea elegido directamente por el pueblo de la ciudad?

La reforma de 1994 permite fijar estos criterios:

1. La federalización no involucra a "todo el territorio" y no rige "para todas las actividades", puesto que "el territorio" mantiene una representación política propia (tres senadores al Congreso de la Nación) y posee un fuerte grado de autodeterminación (gobierno propio, facultades propias, autarquía), desconocido antes de la reforma, en la medida en que el esquema de la Constitución originaria (1853/60) consideraba al presidente de la Nación "jefe inmediato y local" de la capital (ex art. 86, inc. 3°) y el Congreso ejercía una legislación exclusiva en "todo" su territorio (ex art. 67, inc. 27);

2. La determinación de los intereses nacionales (derivados del carácter de capital de la república que actualmente posee Buenos Aires) surge de una ley especial del Congreso (24.588) dictada en cumplimiento de un mandato constitucional (17);

3. El desborde del lindero entre lo nacional y lo local en la ciudad de Buenos Aries puede demandarse, por parte de quien se sienta "invadido", por medio de las acciones judiciales correspondientes. Asimismo, el gobierno federal podría intervenir la ciudad fundado en esta causa (art. 75, inc. 31).

La ciudad de Buenos Aires no es una "sucursal" del gobierno nacional con fines indeterminados. "Sólo y en la medida" de la "necesidad federal" (delimitada por la ley de garantía, explicitada por el Congreso en función de lo previsto por el art. 75, inc. 30, y vivificada por la sana práctica de gobierno) deben entenderse retraídas las competencias de la ciudad constitucional.

Sin descuidar los importantísimos intereses de la Nación en el tema (es decir, la capitalidad de la ciudad constitucional), el constituyente de 1994 parece haber definido la situación pensando primero en Buenos Aires como ciudad y luego en Buenos Aires como Capital Federal (18). Por ello el trazo grueso del régimen local está esbozado en una cláusula constitucional permanente (art. 129) y en el reconocimiento constitucional explícito del poder constituyente local, confiando a una norma infraconstitucional (ley del Congreso) la garantía de los intereses de la capital y dejando a una norma constitucional transitoria la regulación jurídica de la transición por el cambio de status de la ciudad (cláusula transitoria decimoquinta). 

Más aún: la capitalidad de la ciudad de Buenos Aires podría modificarse por una norma infraconstitucional (ley del Congreso según el art. 3°, Constitución Nacional) con mayoría no agravada, pero su status jurídico y el trazo grueso de su régimen político no podría alterarse sin reforma constitucional.

IV. El mensaje del constituyente

El texto de la reforma constitucional en el tema ciudad de Buenos Aires contiene una fuerte carga reivindicatoria.

La ciudad de Buenos Aires ha participado protagónicamente del proceso de independencia y consolidación nacional de nuestro país. Desde el punto de vista de la calidad de vida de los porteños, es discutible que la capitalidad de su ciudad les haya traído más beneficios que perjuicios; desde el punto de vista político es evidente que los condenó a un retraso participativo cuyas consecuencias en la calidad de nuestra democracia nacional no ha sido aún estudiada.

Reconocerle el status que hoy tiene ha sido un acto de justicia (19) y, en la medida en que ha sido tardío, bien puede ser considerado un acto de reivindicación histórica (20).

La apuesta a la participación ciudadana de los vecinos de Buenos Aires para resolver con autonomía sus asuntos internos es una apuesta a la profundización de la democracia, una apuesta a la consolidación de la teoría de la divisibilidad funcional e inmediación en detrimento de la uniformidad y la intermediación y, finalmente, una apuesta a la confianza en la relación futura entre las autoridades nacionales y las locales basada en la madurez cívica y en la confianza recíproca.
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